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OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA, A TREINTA DE MAYO DE DOS MIL VEINTICINCO 

 

RESOLUCIÓN dictada por el Consejo General del Órgano Garante de 

Acceso a la Información Pública, Transparencia, Protección de Datos 

Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, que CONFIRMA la 

respuesta otorgada por el Sujeto Obligado H. Ayuntamiento de San Juan 

Bautista Tuxtepec, a la solicitud de información presentada vía Plataforma 

Nacional de Transparencia registrada con el número de folio 

201173325000025.  
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G L O S A R I O. 

 

CPEUM: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

INAI: Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales. 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA O LGTAIP: Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública. 

LEY LOCAL DE TRANSPARENCIA O LTAIPBGEO: Ley de Transparencia, Acceso 

a la Información Pública y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca. 

OGAIPO: Órgano Garante de Acceso a la Información Pública, 

Transparencia, Protección de Datos Personales y Buen Gobierno del Estado 

de Oaxaca. 

PNT: Plataforma Nacional de Transparencia. 

 

R E S U L T A N D O S. 

 

PRIMERO. SOLICITUD DE INFORMACIÓN.  

Con fecha tres de marzo del año dos mil veinticinco1, la ahora Recurrente 

realizó al Sujeto Obligado solicitud de acceso a la información pública a 

través del Sistema Electrónico Plataforma Nacional de Transparencia, misma 

que quedó registrada con el número de folio 201173125000025, y en la que 

se advierte que se le requirió lo siguiente:  

 

" Por medio del presente escrito, quiero dirigirme a usted de manera 

respetuosa para hacer valer mi derecho de acceso a la información 

pública, misma que debe de ser clara, eficaz y bajo los principios de 

máxima exhaustividad, lealtad y de buena fe, por lo tanto el sujeto 

obligado deberá de dar contestación e información a cada punto que 

solicitare dentro de la presente, sin que el sujeto obligado haga ningún 

tipo de evasivas o de reserva de información, ya que el cuestionamiento 

que realizare es enfocado a la distribución de dinero público, de 

ingresos propios, ingresos estatales y federales, cual sea su 

denominación, por lo tanto paso a enumerar los siguientes puntos: 

 

1.- Que el sujeto obligado me informe que tipo de contrato celebro para 

adquirir unidades de motor destinadas para patrullas en este año fiscal 

2025. 

 

 

1 Todas las fechas corresponden a dos mil veinticuatro, salvo mención expresa. 



 

RRA 152/25                                                                                                         Página 3 de 22 

 

2.- Que el sujeto obligado me informe cuantas unidades de motor 

adquirieron para uso de las patrullas vehiculares. 

 

3.- Que el sujeto obligado me informe cuanto fue la inversión de dinero 

que pagaron para adquirir las unidades de motor. 

 

4.- Que el sujetó obligado me rinda un informe detallado del porque 

arrendo las patrullas para esta administración publica 2025. 

 

5.- Que el sujeto obligado me proporcione copia de los gastos 

derogados con el arrendamiento de las patrullas que transitan en esta 

ciudad de san jua bautista tuxtepec, oaxaca. 

 

6.- Que el sujeto obligado me proporcione copia de todo los 

documentos con los que cuente para la adquisición de las patrullas en 

esta administración publica 2025. 

 

7.- Que el sujeto obligado me evidencie con copias los contratos que 

suscribió con la empresa que arrenda las patrullas municipales de esta 

ciudad en este ejercicio fiscal 2025. 

 

esta petición recae sobre el sujeto obligado quien deberá de 

proporcionar todos los documentos que tenga bajo su resguardo, ya 

que es muy importante saber en que se esta gastando el dinero de 

todos los tuxtepecanos-." (Sic) 

 

SEGUNDO. RESPUESTA A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN. 

Con fecha dieciocho de marzo, el Sujeto Obligado dio respuesta a la 

solicitud de información a través del Sistema Electrónico Plataforma 

Nacional de Transparencia, señalando en el apartado denominado 

Respuesta, lo siguiente:  

 

“SE ADUNTA RESPUESTA A LA SOLICITUD” (Sic) 

 

Adjuntando el Sujeto Obligado en el apartado denominado 

Documentación de la Respuesta, copia simple del oficio número 

DUTAIP/170/2025 de fecha dieciocho de marzo, suscrito y signado por el Ing. 

Jacob Reyna Zavaleta, Director de Transparencia y Acceso a la 

Información, a través del cual remite oficios mediante los cuales se da 

respuesta, adjuntando en copia simple la siguiente documental:  

 

➢ Oficio número DA/0416/2025 de fecha catoche de marzo, suscrito y 

signado por la Lic. Raquel Medina Aguirre, Directora de 

Administración, dirigido al Ing. Jacob Reyna Zavaleta, Director de 
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Transparencia y Acceso a la Información, mediante el cual atiende 

de los punto 1 al 4 de la solicitud de información, y en lo que respecta 

del punto 5 al 7 que debido a que no cuentan con la capacidad 

técnica para digitalizar la información, la misma se pone a disposición 

del recurrente para consulta directa.  

 

TERCERO. INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN. 

Con fecha diecinueve de marzo, fue interpuesto a través de la PNT el 

Recurso de Revisión, manifestando como motivo de inconformidad lo 

siguiente: 

 

“QUE POR LA PRESENTE SE ME TENGA MANIFESTANDO QUE EL SUJETO 

OBLIGADO NO ME PROPORCIONO LOS CONTRATOS ” (Sic) 

 

CUARTO. REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. 

Con fecha veinte de diciembre del año dos mil veinticuatro, se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación el Decreto2 por el que se reforman, adicionan 

y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, por el que se 

reformó —en lo que interesa— el artículo 6o Constitucional, esencialmente 

sobre la extinción de los organismos garantes locales de las entidades 

federativas en materia de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales a partir de la entrada en vigor de la nueva 

legislación en materia que emitan la legislatura de los Estados que integran la 

República Mexicana, previa armonización de la legislación federal en la 

materia que realice el Honorable Congreso de la Unión.  

 

Es importante precisar, que el referido Decreto, señala en su Transitorio 

Cuarto, lo siguiente:  

 

“Cuarto. Las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de 

su competencia, tendrán el plazo máximo de noventa días naturales 

contados a partir de la expedición de la legislación a la que alude el 

artículo Segundo transitorio para armonizar su marco jurídico en materia 

de acceso a la información pública y protección de datos personales, 

conforme al presente Decreto.” 

 

2https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/12/2024#gsc.tab

=0   

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/12/2024#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/12/2024#gsc.tab=0
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En tal virtud, se tiene que los plazos que señala el Decreto de referencia, se 

encuentran transcurriendo para el Estado de Oaxaca. Lo anterior dado, que 

el día veinte de marzo se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública;  la Ley General de Protección de Datos Personales 

en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos 

Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción 

XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que en su 

transitorio Décimo Noveno, establece que:  

 

“Décimo Noveno.  Hasta en tanto las legislaturas de las entidades 

federativas, emitan legislación para armonizar su maro jurídico 

conforme al presente Decreto, los organismos garantes de las mimas 

continuarán operando y realizarán las atribuciones que le son 

conferidas a las Autoridades garantes locales, así como a los órganos 

encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes 

legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos 

de las propias entidades federativas en la presente Ley.  

 

Así, para el Estado Libre y Soberano de Oaxaca, los plazos para la 

armonización de la legislación en la materia de transparencia, acceso a la 

información pública y protección de datos personales, se encuentran 

transcurriendo. De tal manera, que es posible continuar garantizando el DAI 

en el Estado de Oaxaca. 

 

QUINTO. ADMISIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN. 

Mediante proveído de fecha veinticinco de marzo, en términos de lo 

dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 74, 93 fracción IV inciso d), 97 fracciones I y 

VII, 137 fracción IV, 139 fracción I, 140, 142, 143, 147 fracciones II, III y IV, 148, 

150 y 156 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Buen Gobierno del Estado de Oaxaca; la Comisionada Claudia Ivette Soto 

Pineda, a quien por turno le correspondió conocer el presente asunto, tuvo 

por admitido el Recurso de Revisión radicado bajo el rubro RRA 152/25, 

ordenando integrar el expediente respectivo, mismo que puso a disposición 

de las partes para que en el plazo de siete días hábiles contados a partir del 

día hábil siguiente a aquel en el que se les notificara dicho acuerdo, realizaran 

manifestaciones, ofrecieran pruebas y formularan alegatos. 

 



 

RRA 152/25                                                                                                         Página 6 de 22 

 

SEXTO. ACUERDO PARA MEJOR PROVEER 

Mediante proveído de fecha veintinueve de abril, la Comisionada 

Instructora tuvo al Sujeto Obligado de manera extemporánea realizando la 

acción correspondiente a Envío de Alegatos y Manifestaciones a través de 

la Plataforma Nacional de Transparencia, por la cual remitió sus 

manifestaciones, alegatos y pruebas, mediante oficio de número 

DA/0725/2025, de fecha veinticinco de abril, suscrito y signado por la Lic. 

Raquel Medina Aguirre, Directora de Administración, a través del cual 

ratifica la respuesta otorgada inicialmente. 

 

Se hace constar que por metodología y partiendo del principio de 

economía procesal y sobre todo porque no constituye obligación legal 

incluir la transcripción de los alegatos del Sujeto Obligado en el texto de las 

resoluciones en término del artículo 153 de la LTAIPBGEO, esta Ponencia 

Instructora estima que en la especie resulta innecesario transcribir dichos 

alegatos y la liga electrónica en la que se apoya los mismos, dado que se 

hará referencia a dicho enlace electrónico durante el estudio 

correspondiente, máxime que se tienen a la vista para su debido análisis.  

 

Avala la idea anterior, por similitud jurídica sustancial y como criterio 

orientador, la tesis publica en la página 288, del Tomo XII, correspondiente 

al mes de noviembre de mil novecientos noventa y tres, del Semanario 

Judicial de la Federación, Octava Época, del tenor siguiente:  

 

AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS EN LA 

SENTENCIA, NO CONSTITUYE VIOLACIÓN DE GARANTÍAS. El hecho de que 

la sala responsable no haya transcrito los agravios que el quejoso hizo 

valer en apelación, ello no implica en manera alguna que tal 

circunstancia sea violatorio de garantías, ya que no existe disposición 

alguna en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

que obligue a la sala a transcribir o sintetizar los agravios expuestos por 

la parte apelante, y en el artículo 81 de éste solamente exige que las 

sentencias sean claras, precisas y congruentes con las demandas, 

contestaciones, y con las demás pretensiones deducidas en el juicio, 

condenando o absolviendo al demandado, así como decidiendo todos 

los puntos litigiosos sujetos a debate.  

Por lo que, para mejor proveer, con fundamento en los artículos 93 fracción 

IV inciso d), 97 fracciones I y VII, 147 y 156 de la LTAIPBGEO, la Comisionada 

Instructora ordenó poner a vista del Recurrente el escrito de alegatos 

rendido por el Sujeto Obligado, a efecto de que manifestara lo que a sus 
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derechos conviniera, apercibido que en caso de no realizar manifestación 

alguna se continuaría con el procedimiento.  

 

SÉPTIMO. CIERRE DE INSTRUCCIÓN. 

Mediante proveído de fecha trece de mayo, la Comisionada Ponente tuvo 

al Sujeto obligado formulando alegatos y ofreciendo pruebas en tiempo y 

forma, de igual manera por precluido el derecho de la parte recurrente para 

manifestar lo que a su derecho conviniera. 

 

Así, con fundamento en los artículos 93, 97 fracciones I y VIII, 147 fracciones 

V y VII y 156 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, al no haber existido requerimientos, 

diligencias o trámites pendientes por desahogar en el expediente, declaró 

cerrado el periodo de instrucción, ordenándose elaborar el proyecto de 

Resolución correspondiente; y, 

 

C O N S I D E R A N D O. 

 

PRIMERO. COMPETENCIA.  

Este Órgano Garante de Acceso a la Información Pública, Transparencia, 

Protección de Datos Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, es 

competente para conocer y resolver el Recurso de Revisión que nos ocupa, 

garantizar, promover y difundir el Derecho de Acceso a la Información 

Pública, resolver sobre la negativa o defecto en las respuestas a las 

solicitudes de Acceso a la Información Pública, así como suplir las 

deficiencias en los Recursos interpuestos por los particulares; lo anterior en 

términos de lo dispuesto en los artículos 6o de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos3; 13 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Décimo 

Noveno Transitorio de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

 

3 Antes de la Reforma Constitucional en materia de simplificación orgánica, y en razón que 

los plazos del Decreto de Reforma Constitucional de mérito, se encuentra transcurriendo para 

el Estado Libre y Soberano de Oaxaca y en atención Transitorio Décimo Noveno de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección 

de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y la Ley Federal de Protección de Datos 

Personales en Posesión de los Particulares. 
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Información Pública4; 3 y 114 apartado C de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 1, 2, 3, 74, 93 fracción IV inciso d), 143, 

y 147 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca; 5 fracción XXV, 8 fracciones IV, V y VI, del 

Reglamento Interno y 8 fracción III del Reglamento del Recurso de Revisión, 

ambos del Órgano Garante; Decreto 2473, publicado en el Periódico Oficial 

del Gobierno del Estado de Oaxaca, el día uno de junio del año dos mil 

veintiuno y Decreto número 2582, publicado en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado de Oaxaca, el día cuatro de septiembre del año dos 

mil veintiuno, decretos que fueron emitidos por la Sexagésima Cuarta 

Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 

 

SEGUNDO. LEGITIMACIÓN Y OPORTUNIDAD. 

Previo al estudio del fondo del asunto, se procede a analizar los requisitos de 

oportunidad y procedibilidad que deben reunir los recursos de revisión 

interpuestos, previstos en los artículos 139 y 140 de la LTAIPBGEO. 

 

El recurso de revisión fue interpuesto dentro del plazo de quince días hábiles, 

previsto en el artículo 139 de Ley en cita, contados a partir de la fecha en 

que el Sujeto Obligado emitió la respuesta, ya que de conformidad con los 

datos que obran tanto en el expediente electrónico como en el físico, el 

Sujeto Obligado proporcionó respuesta con fecha dieciocho de marzo, 

mientras que el Recurrente interpuso recurso de revisión por inconformidad 

con la respuesta, el día diecinueve de marzo; esto es, al primer día hábil 

siguiente y por ende dentro del término legal. 

 

En ese sentido, al considerar la fecha en que se formuló la solicitud y la fecha 

en la que el Sujeto Obligado dio respuesta; así como, la fecha en la que se 

interpuso el recurso de revisión por parte legitimada para ello, éstos se 

encuentran dentro de los márgenes temporales previstos conforme a lo 

establecido por el artículo 139 fracción I, de la LTAIPBGEO. 

  

Asimismo, se concluye la acreditación plena de todos y cada uno de los 

elementos formales exigidos por el artículo 140 de la LTAIPBGEO. 

 

4 Publicada en el DOF con fecha 20 de marzo de 2025, véase en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5752569&fecha=20/03/2025#gsc.tab=

0  

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5752569&fecha=20/03/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5752569&fecha=20/03/2025#gsc.tab=0
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TERCERO. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO  

Este Consejo General realiza el estudio de las causales de improcedencia y 

sobreseimiento del Recurso de Revisión, establecidas en los artículos 154 y 

155 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca, por tratarse de una cuestión de estudio 

preferente, atento a lo establecido por la Jurisprudencia número 940, 

publicada en la página 1538, de la Segunda Parte del Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, que a la letra señala:  

 

“IMPROCEDENCIA: Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse 

previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser una cuestión 

de orden público en el juicio de garantías.” 

 

Así mismo, atento a lo establecido en la tesis I.7o.P.13 K, publicada en la 

página 1947, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra refiere:  

 

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL AMPARO. LAS CAUSALES 

RELATIVAS DEBEN ESTUDIARSE OFICIOSAMENTE EN CUALQUIER INSTANCIA, 

INDEPENDIENTEMENTE DE QUIÉN SEA LA PARTE RECURRENTE Y DE QUE 

PROCEDA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. Acorde con los 

preceptos 73, último párrafo, 74, fracción III y 91, fracción III, de la Ley de 

Amparo, las causales de sobreseimiento, incluso las de improcedencia, 

deben examinarse de oficio, sin importar que las partes las aleguen o no 

y en cualquier instancia en que se encuentre el juicio, por ser éstas de 

orden público y de estudio preferente, sin que para ello sea obstáculo 

que se trate de la parte respecto de la cual no proceda la suplencia de 

la queja deficiente, pues son dos figuras distintas: el análisis oficioso de 

cuestiones de orden público y la suplencia de la queja. Lo anterior es 

así, toda vez que, se reitera, el primero de los preceptos, en el párrafo 

aludido, establece categóricamente que las causales de 

improcedencia deben ser analizadas de oficio; imperativo éste que, 

inclusive, está dirigido a los tribunales de segunda instancia de amparo, 

conforme al último numeral invocado que indica: "si consideran 

infundada la causa de improcedencia ..."; esto es, con independencia 

de quién sea la parte recurrente, ya que el legislador no sujetó dicho 

mandato a que fuera una, en lo específico, la promovente del recurso 

de revisión para que procediera su estudio. En consecuencia, dicho 

análisis debe llevarse a cabo lo alegue o no alguna de las partes 

actuantes en los agravios y con independencia a la obligación que la 

citada ley, en su artículo 76 Bis, otorgue respecto del derecho de que se 

supla la queja deficiente, lo que es un tema distinto relativo al fondo del 

asunto.  
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SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 

CIRCUITO.  

 

Amparo en revisión 160/2009. 16 de octubre de 2009. Unanimidad de 

votos. Ponente: Ricardo Ojeda Bohórquez. Secretario: Jorge Antonio 

Salcedo Garduño. 

 

En ese sentido, previo al análisis de fondo del presente asunto, este Órgano 

Garante realizará un estudio oficioso respecto de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del Recurso de Revisión, pues aún y 

cuando el Sujeto Obligado no las haya hecho valer, dicho estudio 

corresponde a una cuestión de orden público.  

 

Del análisis realizado se tiene que en el presente Recurso de Revisión no se 

actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento 

previstas en los artículos 154 y 155 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, por lo que es 

procedente entrar al estudio de fondo. 

  

CUARTO. FIJACIÓN DE LA LITIS. 

En el presente caso, se observa que la parte Recurrente respecto a lo que 

interesa en la presente resolución, requirió que se le proporcionara 

documentación relacionada con el arrendamiento de patrullas respecto a 

la administración del ejercicio 2025. 

 

En respuesta a esa solicitud el Sujeto Obligado dio contestación haciéndole 

saber al recurrente que debido al volumen de hojas que guardan la 

información y al no contar con la capacidad técnica para digitalizar la 

misma, se pone a disposición del recurrente para una consulta directa.  

 

En este sentido, el Particular señaló en el recurso de revisión, como motivo 

de inconformidad, que el sujeto obligado se negó a la entrega de la 

información de manera digital, motivo por el cual aplicando el principio de 

suplencia en la deficiencia de la queja se admitió el presente recurso bajo 

la causal establecida en la fracción IV5 del artículo 137 de la Ley Local de 

Transparencia.  

 

5 Artículo 137. El Recurso de Revisión procede, por cualquiera de las siguientes causas:  

I a III:  … 
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Por lo que, la Litis en el presente caso consiste en establecer si el Sujeto 

Obligado, es apto para digitalizar la información y proporcionarla al 

recurrente en el formato que requiera para en su casa confirmar la respuesta 

del sujeto obligo u ordenar que se entregue la información de manera 

completa.   

 

QUINTO. ESTUDIO DE FONDO.  

En primer lugar, es de precisar que el artículo 1 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos señala que todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia 

Constitución establece. 

 

Este Órgano Garante parte de que el Derecho de Acceso a la Información 

Pública, es un derecho humano reconocido en el Pacto de Derechos Civiles 

y Políticos en su artículo 19.2; en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en su artículo 13.1; en el artículo sexto de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo tercero de la Particular del 

Estado de Oaxaca, por lo que al respecto el Sujeto Obligado debe ser 

cuidadoso del debido cumplimiento de las obligaciones constitucionales 

que se le imponen, en consecuencia, a todas las autoridades, en el ámbito 

de su competencia, según lo dispone el tercer párrafo del artículo primero 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al señalar la 

obligación de “promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos”, entre los cuales se encuentra dicho derecho. A continuación, se 

procede al estudio del caso.  

 

Ahora bien, derivado del planteamiento de la Litis, se procede analizar el 

contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente 

electrónico en que se actúa, y así este Órgano Garante dictar la resolución 

correspondiente, tomando en consideración los elementos aportados por 

las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima 

 

IV: La entrega de información incompleta;  
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publicidad de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 de la Ley de la 

Materia Local. 

 

Previo al análisis de fondo se tiene que originalmente el recurrente manifestó 

7 puntos en su solicitud de información, de los cuales fueron respondidos de 

manera directa los correspondientes del punto 1 al 4 de la solicitud 

primigenia, y manifestando el ente recurrido el cambio de la modalidad en 

la entrega de la información por lo que respecta a los puntos del 5 al 7, 

mismos de los cuales se inconforma el recurrente en su recurso de revisión.  

 

En ese sentido, es necesario previo análisis del presente asunto, no perder 

de vista que el particular requirió de manera sintetizada, lo correspondiente 

a “… Documentación con la que se compruebe los gastos por 

arrendamiento de las patrullas, copias de documentos para adquisición de 

patrullas y copias de los contratos de arrendamiento de las patrullas” de lo 

anterior se advierte que la parte Recurrente requirió esencialmente 

información relativa al arrendamiento de patrullas. 

 

En respuesta, el ente recurrido a través de la Dirección de Administración -

respecto a lo que interesa- proporcionó respuesta en los siguientes términos:  

 

“Finalmente, en lo correspondiente a los numerales 5, 6 y 7 le comunico 

que la información relativa y específica del gasto, contratos y demás 

documentación comprobatoria y justificatoria respecto de las patrullas, 

se encuentra contenida en tres minutarios compuestos de 302 hojas 

útiles por un solo lado, sin embargo con fundamento en el artículo 136 

de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca, este sujeto obligado no cuenta con la 

capacidad técnica para procesar y/o digitalizar los documentos toda 

vez que el número de personal adscrito al área para realizar las diversas 

labores competencia de esta unidad administrativa no es excesivo, 

como tampoco se cuenta con equipos multifuncionales suficientes para 

digitalizar la información del área, por tanto solo se cuenta físicamente 

con la documentación, por consiguiente la documentación que solicita 

se ponen a disposición del solicitante en consulta directa, salvo la 

información que contenga datos personales los cuales deben de ser 

protegidos y resguardados de acuerdo a las disposiciones de la materia, 

en un horario de 10 a 13 horas, de lunes a viernes, en las oficinas de la 

Recursos Humanos, misma que se encuentra en el Palacio Municipal de 

este sujeto obligado, donde podrá acceder a la documentación para 

su consulta directa. 

 

…” (Sic) 
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Ahora bien, en vía de alegatos el sujeto obligado reiteró su respuesta inicial, 

no obstante, la LTAIPBGEO en su numeral 126, establece lo siguiente: 

 

Artículo 126. […]. La entrega de información se dará por cumplida 

cuando se pongan a disposición de la o el solicitante para consulta los 

documentos en el sitio donde se encuentren; o bien, mediante la 

expedición de copias simples, certificadas o cualquier otro medio. 

 

La información se proporcionará en el estado en que se encuentre en 

los archivos de los sujetos obligados. La obligación no comprende el 

procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés de la 

o el solicitante. 

 

En el caso que la información solicitada por la persona ya esté 

disponible al público en medios impresos, tales como libros, 

compendios, trípticos, archivos públicos, en formatos electrónicos 

disponibles mediante acceso remoto o en cualquier otro medio, se le 

hará saber por escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede 

consultar, reproducir o adquirir dicha información. 

 

Lo resaltado y subrayado es propio. 

 

De igual manera, el artículo 128 de la Ley en cita, establece lo siguiente:  

 

Artículo 128. La obligación de dar acceso a la información se tendrá por 

cumplida cuando la información se entregue al solicitante en medios 

electrónicos, ésta se ponga a su disposición para consulta en el sitio en 

que se encuentra, o bien mediante la expedición de copias simples o 

certificadas. El acceso a la información se dará solamente en la forma 

en que lo permita el documento de que se trate.  

 

En el caso de que la información ya esté disponible en medios 

electrónicos, la Unidad de Transparencia lo comunicará a la o el 

solicitante, precisando la dirección electrónica completa del sitio 

donde se encuentra la información requerida, y en la medida de sus 

posibilidades, podrá proporcionarle una impresión de la misma. 

… 

Lo resaltado y subrayado es propio. 

 

Aunado a ello, el criterio de interpretación número 08/13, emitido por el 

extinto Consejo General del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 

la Información Pública y Protección de Datos Personales, establece que los 

sujetos obligados deberán justificar el cambio de modalidad distinta a la 

elegida y notificar al particular la disposición de la información en todas las 



 

RRA 152/25                                                                                                         Página 14 de 22 

 

modalidades de entrega que permita el documento, tales como consulta 

directa:  

 

Cuando exista impedimento justificado de atender la modalidad de 

entrega elegida por el solicitante, procede ofrecer todas las demás 

opciones previstas en la Ley. De conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 42 y 44 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, y 54 de su Reglamento, la entrega 

de la información debe hacerse, en la medida de lo posible, en la forma 

solicitada por el interesado, salvo que exista un impedimento justificado 

para atenderla, en cuyo caso, deberán exponerse las razones por las 

cuales no es posible utilizar el medio de reproducción solicitado. En este 

sentido, la entrega de la información en una modalidad distinta a la 

elegida por el particular sólo procede, en caso de que se acredite la 

imposibilidad de atenderla. Lo anterior, ya que si bien, los sujetos 

obligados deben privilegiar, en todo momento, el derecho de acceso 

a la información, ello no implica que desvíen su objeto sustancial en la 

atención y trámite de las solicitudes efectuadas bajo la tutela de dicho 

derecho. Así, cuando se justifique el impedimento, los sujetos obligados 

deberán notificar al particular la disposición de la información en todas 

las modalidades de entrega que permita el documento, tales como 

consulta directa, copias simples y certificadas, así como la reproducción 

en cualquier otro medio e indicarle, en su caso, los costos de 

reproducción y envío, para que pueda estar en aptitud de elegir la que 

sea de su interés o la que más le convenga. En estos casos, los sujetos 

obligados deberán intentar reducir, en todo momento, los costos de 

entrega de la información y garantizar el debido equilibrio entre el 

legítimo derecho de acceso a la información y las posibilidades 

materiales de otorgar acceso a los documentos. 

 

Conforme a lo anteriormente expuesto, si bien el sujeto obligado en vía de 

alegatos reiteró su respuesta inicial, lo cierto es que en un principio fundó y 

motivó el impedimento con el que cuenta para atender la solicitud de 

información tal como lo solicita el recurrente, no obstante, no negó la 

información sino que la puso a disposición para consulta directa, 

privilegiando con ello el derecho de acceso a la información con el que 

cuenta el recurrente.  

 

Además de ello, existen precedentes, toda vez que se han emitido 

resoluciones por la Ponencia del Comisionado Presidente de este Órgano 

Garante, mismas que han sido aprobadas por el Consejo General, en las 

que se confirmó la respuesta del sujeto obligado, siendo tales resoluciones 

las identificadas en los expedientes RRA 153/25, 155/25 173/25 y 175/25, 
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siendo el sujeto obligado el mismo ente recurrido en el presente asunto, 

resolviéndose sustancialmente —en lo que interesa—, lo siguiente:  

 

“… se desprende que el sujeto obligado al rendir informe motivó su 

imposibilidad de proporcionar la información, toda vez que precisó las 

razones, los motivos y circunstancias que tomó en consideración para 

tal efecto, en virtud, que la información requerida se encuentra 

contenida en seis recopiladores compuestos de 250 hojas útiles; aunado 

a que el sistema electrónico Plataforma Nacional de Transparencia 

únicamente admite la carga de un peso máximo de 20 MB. 

 

… 

 

En este sentido, de conformidad con lo manifestado por el sujeto 

obligado y derivado de lo solicitado, se puede inferir que efectivamente 

el volumen de la información puede ser considerable, así mismo, con la 

manifestación del sujeto obligado de que no cuenta con la información 

digitalizada, pues contrario a lo argumentado por el Recurrente en el 

sentido de que la información debería tenerla en formato digital, es 

importante señalar que si bien la información requerida no se ubica en 

la establecida como reservada o confidencial, también lo es que no 

corresponde a información referente a obligaciones de transparencia 

para que el sujeto obligado deba tenerla digitalizada para su 

publicación. 

 

Lo anterior, conforme al segundo y tercer párrafo del artículo 126 de la 

Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 

del Estado de Oaxaca, el cual prevé que los sujetos sólo estarán 

obligados a entregar la información relativa a documentos que se 

encuentren en sus archivos; la entrega de información se dará por 

cumplida cuando se pongan a disposición de la o el solicitante para 

consulta los documentos en el sitio donde se encuentren. La información 

se proporcionará en el estado en que se encuentre en los archivos de 

los sujetos obligados. La obligación no comprende el procesamiento de 

la misma, ni el presentarla conforme al interés de la o el solicitante.  

 

Cabe precisar que si bien existen criterios en los que se establece que el 

derecho de acceso a la información se tiene por satisfecho cuando 

ésta se pone a disposición de los solicitantes en el formato en que se 

tenga o bien, se indique el lugar en dónde puede ser consultada, ello 

no implica que dejen de privilegiarse los principios que rigen en la 

materia como son los de máxima publicidad, facilidad de acceso y 

mínima formalidad, por tanto, es deber de los sujetos obligados a 

entregar la información y privilegiar la modalidad de entrega de 

información solicitada por el peticionario y, en caso de que ello implique 

una carga excesiva o desproporcionada, justificar las razones por las 

cuales no es posible entregar la información en el formato solicitado.  

 

…” 
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Aunado lo anterior, es aplicable por mayoría de razón, la Tesis 

Jurisprudencial emitida por el Poder Judicial de la Federación, de rubro y 

texto siguientes: 

 

Época: undécima Época  

Registro: 2024187  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Materia(s): Común, Civil  

Tesis: VII.2o.C.5 K (11a.)  

 

PRECEDENTES JUDICIALES OBLIGATORIOS. PARA DETERMINAR SU 

APLICABILIDAD EN EL CASO CONCRETO, ES NECESARIO QUE EL ÓRGANO 

JURISDICCIONAL ANALICE SU RATIO DECIDENDI. Hechos: La quejosa 

presentó demanda oral mercantil ante el juzgado competente del 

domicilio de la parte demandada; dicho órgano jurisdiccional se 

declaró incompetente por razón de territorio y dejó a disposición la 

demanda con sus anexos al considerar que la tesis de jurisprudencia de 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 

1/2019 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA POR SUMISIÓN 

EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE 

COMERCIO, NO RESULTA APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS EN 

CONTRATOS BANCARIOS DE ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA 

VULNERACIÓN A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE 

JUSTICIA.", no era aplicable al caso concreto. Criterio jurídico: Este 

Tribunal Colegiado de Circuito establece que para determinar la 

aplicabilidad de un precedente judicial obligatorio, es necesario que el 

órgano jurisdiccional analice su ratio decidendi. Justificación: Lo 

anterior, porque un precedente es una norma adjudicada a la luz de 

una controversia específica que proporciona una base para resolver un 

caso idéntico o similar que se presente posteriormente y que involucre 

una cuestión de derecho similar. Un precedente judicial tiene fuerza 

vinculante porque supone que los casos iguales y análogos a aquel en 

el que se creó deben ser resueltos, en principio, por el mismo tribunal 

conforme a lo que dicho precedente establece; así como fuerza 

vertical, en tanto que los casos fallados por una Alta Corte o Tribunal 

Constitucional tienen un efecto vinculante sobre tribunales de rango 

menor. Asimismo, el precedente cuenta con fuerza obligatoria directa 

en asuntos en donde las circunstancias fácticas sean idénticas, pero 

también cuenta con fuerza vinculante indirecta en aquellos casos en 

que existan diferencias no sustanciales; lo primero, ya que las normas 

adscritas suelen tener la estructura de reglas; esto es, se conforman de 

un antecedente o supuesto de hecho determinado en las cuales 

operan exclusivamente y una consecuencia jurídica concreta en caso 

de actualizarse el supuesto de hecho. De no actualizarse el supuesto 

fáctico y no se adecue exactamente al antecedente normativo, no 

puede estarlo su consecuente; sin embargo, el precedente cuenta con 

fuerza vinculatoria gravitatoria, es decir, la norma adscrita que opera en 

forma de regla no sólo se actualiza en aquellos casos iguales, sino 
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también en aquellos equiparables o análogos, pues en los casos en que 

existen circunstancias equiparables, deben primar las mismas razones y 

el mismo trato. Por tanto, el precedente no sólo obliga al tribunal a 

observar si el caso es idéntico al precedente, sino también a que, en 

caso de que no sea idéntico, resuelva sobre el grado de similitud o 

diferencia. Bajo esa tesitura, en caso de encontrar que las diferencias 

del asunto no son de una entidad sustantiva, la fuerza gravitatoria del 

precedente vinculará al tribunal a observar la norma adscrita y a 

aplicarla analógicamente. En caso de que advierta que las diferencias 

son de una entidad sustancial que conduzca a la distinción del asunto 

con el precedente, podrá estimar la no aplicabilidad de éste y resolver 

conforme a derecho y a su libre arbitrio judicial. La aplicación de un 

precedente se rige, entonces, por las técnicas del razonamiento 

analógico, pues mientras los preceptos deben aplicarse por medio de 

un proceso deductivo, ya que el supuesto normativo posee las 

características de ser expreso, abstracto y general; la regla del 

precedente, en cambio, se construye en el proceso mismo en que va a 

ser aplicado a un caso subsecuente y a través de comparar las 

situaciones fácticas del caso que establece el precedente y el nuevo 

asunto a resolver. Desde esta perspectiva, los precedentes no 

constituyen reglas generales preestablecidas de las cuales se pueda 

deducir la solución de casos concretos a forma de subsunción, pues la 

regla surge y se define en el proceso mismo de su aplicación a un caso 

nuevo. Por tanto, la característica principal en la aplicación del sistema 

de precedentes estriba en que el tribunal obligado a observar el 

precedente debe analizar si la ratio decidendi aplica en cada caso 

concreto. Ahora bien, cuando el juzgador emite su fallo, enuncia los 

hechos que se probaron durante el procedimiento, para después 

aplicar el principio normativo sobre aquéllos y, finalmente, pronunciar el 

criterio jurídico de la resolución judicial; este elemento se denomina ratio 

decidendi, y es el único que cobra autoridad y que formalmente se 

considera un precedente pues, al ser el criterio subyacente a la 

controversia resuelta a la que se limita el uso de la jurisdicción, se 

convierte en obligatorio para casos posteriores. Así, la diferencia entre 

argumentos ratio decidendi y obiter dictum es importante para 

diferenciar los argumentos vinculantes en un precedente de los que no 

lo son. Por ello, la identificación de la ratio decidendi de una sentencia 

supone que el órgano jurisdiccional distinga entre los aspectos 

vinculantes de los que carecen de fuerza obligatoria; de ahí que si en el 

caso concreto el documento base de la acción es un verdadero 

contrato de adhesión, se estima aplicable la ratio decidendi de la tesis 

1a./J. 1/2019 (10a.). SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 

DEL SÉPTIMO CIRCUITO. Amparo directo 534/2021. Financiera Nacional 

de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 11 de noviembre 

de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. 

Secretario: Alan Iván Torres Hinojosa. Nota: La tesis de jurisprudencia 

1a./J. 1/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

65, Tomo I, abril de 2019, página 689, con número de registro digital: 

2019661. 
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En ese contexto, esas determinaciones se consideran hecho notorio. Al 

respecto, un hecho notorio es aquel que se considera cierto e indiscutible 

por el conocimiento humano, ya sea que pertenezcan a la historia, a la 

ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a 

circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de modo 

que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo. 

 

Desde el punto de vista jurídico, un hecho notorio es cualquier 

acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los 

miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse la 

decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de manera 

que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del conocimiento 

público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el 

procedimiento. 

 

Las anteriores ideas se advierten de la jurisprudencia P./J.74/2006, 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

lleva por rubro: "HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO".  

 

HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. 

 

Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles los 

tribunales pueden invocar hechos notorios aunque no hayan sido 

alegados ni probados por las partes. Por hechos notorios deben 

entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se 

consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, 

a la ciencia, a la naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o 

a circunstancias comúnmente conocidas en un determinado lugar, de 

modo que toda persona de ese medio esté en condiciones de saberlo; 

y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier 

acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los 

miembros de un círculo social en el momento en que va a pronunciarse 

la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión; de 

manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, por ser del 

conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se 

tramita el procedimiento. 

 

Controversia constitucional 24/2005. Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión. 9 de marzo de 2006. Once votos. Ponente: José 

Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl Manuel Mejía Garza y Laura 

Patricia Rojas Zamudio. 
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El Tribunal Pleno, el dieciséis de mayo en curso, aprobó, con el número 

74/2006, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 

dieciséis de mayo de dos mil seis. 

 

Por lo que, se toman como precedentes y hechos notorios lo resuelto en 

diversas resoluciones, las cuales se han resuelto a manera de confirmar la 

respuesta otorgada por el sujeto obligado, además de ello, el ente recurrido 

tuvo a bien fundamentar y motivar el por qué del cambio de modalidad, 

cumpliendo así con la debida motivación y fundamentación con la que 

deben contar los oficios emitidos por cualquier autoridad, con la finalidad 

de dotar de certeza jurídica al recurrente, sirve de apoyo el siguiente criterio 

jurídico: 

 

Registro digital: 203143 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Novena Época 

Materia(s): Común 

Tesis: VI.2o. J/43 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo III, Marzo de 1996, página 769 

Tipo: Jurisprudencia 

 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. 

 

La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por 

lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, 

las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la 

autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto 

previsto por la norma legal invocada como fundamento. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. de C.V. 28 

de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 

Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

 

 

Revisión fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de 

octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. 

Secretario: Alejandro Esponda Rincón. 

 

Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. 

Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: 

Enrique Crispín Campos Ramírez. 
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Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Bretón. 15 de noviembre de 

1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel 

Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

 

 

Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. 

Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. 

Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 

 

De ahí que, es infundado el agravio de la persona Recurrente, ya que el ente 

recurrido fundó y motivó correctamente el cambio de modalidad en la 

entrega, además de existir precedentes emitidos por este Órgano Garante 

en los que se ha resuelto en el mismo sentido, tal y como se encuentra 

debidamente precisado en este apartado de estudio de la presente 

resolución; por lo tanto, se considera que la información proporcionada por 

el Sujeto Obligado, se encuentra ajustada a derecho, de ahí que no se 

vulneró el DAI de la persona Recurrente, motivo por el cual se confirma la 

respuesta proporcionada por el sujeto obligado.  

 

SEXTO. DECISIÓN. 

Con fundamento en lo previsto por el artículo 152 fracción II de la Ley de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno del Estado 

de Oaxaca y motivado en el Considerando QUINTO de la presente 

Resolución, este Consejo General considera infundado el motivo de 

inconformidad expresado por la persona Recurrente, en consecuencia, se 

CONFIRMA la respuesta del Sujeto Obligado. 

 

SÉPTIMO. VERSIÓN PÚBLICA.  

En virtud de que en las actuaciones del presente Recurso de Revisión no 

obra constancia alguna en la que conste el consentimiento de la parte 

Recurrente para hacer públicos sus datos personales, hágase de su 

conocimiento, que una vez que cause ejecutoria la presente Resolución, 

estará a disposición del público el expediente para su consulta cuando lo 

soliciten y de conformidad con el procedimiento de acceso a la información 

establecido en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, para lo cual deberán generarse 

versiones públicas de las constancias a las cuales se otorgue acceso en 

términos de lo dispuesto por los artículos 111 de la Ley General de Acceso a 
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la Información Pública, y 6, 11, 13 y 24 de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Oaxaca. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado se dictan los siguientes: 

R E S O L U T I V O S. 

PRIMERO. Este Consejo General del Órgano Garante de Acceso a la 

Información Pública, Transparencia, Protección de Datos Personales y Buen 

Gobierno del Estado de Oaxaca, es competente para conocer y resolver el 

Recurso de Revisión que nos ocupa, en términos del Considerando PRIMERO 

de esta Resolución. 

 

SEGUNDO. Con fundamento en lo previsto en los artículos 156 fracciones I y 

I, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 152 

fracciones I y II, y 155 fracción V, de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, y motivado en 

el Considerando QUINTO de esta Resolución, se CONFIRMA, la respuesta del 

Sujeto Obligado. 

 

TERCERO. Protéjanse los datos personales en términos del Considerando 

SÉPTIMO de la presente Resolución. 

 

CUARTO. Notifíquese la presente resolución al Recurrente y al Sujeto 

Obligado. 

 

QUINTO. Archívese como asunto total y definitivamente concluido. 

 

Así lo resolvieron las y los integrantes del Consejo General del Órgano 

Garante de Acceso a la Información Pública, Transparencia, Protección de 

Datos Personales y Buen Gobierno del Estado de Oaxaca, asistidos del 

Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe. Conste  



 

RRA 152/25                                                                                                         Página 22 de 22 

 

 

 

 

 

Las presentes firmas corresponden a la Resolución del Recurso de Revisión RRA 152/25. 

 

 

Guendarixhana 

 

Cayuunda gunaa: 

Baduhiini sicarú stine’ 

ni jmá nadxii ladxidua’ 

bixhozelu’ 

ma gudxiide layu’ 

xha ñee ti yaga 

ro’. 

La maternidad 

 

Canta la mujer: 

Niño hermoso 

al que más ama mi corazón 

tu padre el que te ama ha rasgado la 

tierra 

a los pies de un árbol grande 

para guardar la olla-casa 

de tu ombligo. 

 

Pineda Santiago, Irma. 

Zapoteco, Juchitán de Zaragoza. 
 

Comisionado Presidente 

 

 

_______________________________ 

 

Lic. Josué Solana Salmorán 

Comisionada Ponente 

 

 

________________________________ 

 

L.C.P. Claudia Ivette Soto Pineda 

Secretario General de Acuerdos 

 

 

________________________________ 

 

Lic. Héctor Eduardo Ruíz Serrano 


